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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

El 5 de julio de 2016, la parte apelante, Edgard Vélez Rodríguez 

(Sr. Vélez), instó el presente recurso de apelación.  En él, solicitó que 

revocáramos la Sentencia emitida el 6 de mayo de 2016, notificada el 10 

de mayo de 2016, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Bayamón1.   

Mediante esta, el foro apelado acogió la solicitud de sentencia 

sumaria presentada por la apelada, General Office Industries, y desestimó 

la demanda de despido injustificado instada por el apelante, al amparo de 

la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, Ley de 

indemnización por despido injustificado, 29 LPRA sec. 185 et seq. (Ley 

Núm. 80). 

Examinadas las sendas posturas de las partes litigantes, así como 

el derecho y los hechos aplicables a la controversia, este Tribunal 

concluye que procede confirmar la Sentencia apelada. 

 

 

                                                 
1
 El 25 de mayo de 2016, la parte apelante solicitó la reconsideración y esta fue 

declarada sin lugar el 31 de mayo de 2016, notificada el 2 de junio de 2016. 



 
 

 
KLAN201600935  

 

2 

I. 

 El 8 de octubre de 2014, el Sr. Vélez instó una demanda por 

despido injustificado contra la parte aquí apelada.  En ella, adujo que 

comenzó a laborar para General Office Industries allá para septiembre de 

1990, primero como vendedor y luego como Gerente de Ventas, hasta 

que fue despedido el 25 de junio de 2014.   

En dicha fecha, recibió una carta de despido; esta aludió a la 

situación económica que atraviesa el país y a la necesidad de ajustar 

gastos, para lograr la sobrevivencia y continuidad de la empresa.  En su 

demanda, la parte apelante alegó que fue despedido injustificadamente y 

que, luego de su despido, la parte apelada reclutó a personal adicional.  

Así las cosas, solicitó el pago de la mesada correspondiente, al amparo 

de la Ley Núm. 80. 

 Luego de varios trámites procesales, el 24 de agosto de 2015, la 

parte demandada-apelada presentó una Moción de sentencia sumaria2.  

Adujo que, según los hechos materiales sobre los que no había 

controversia sustancial, se desprendía que el despido del apelante había 

sido justificado.  Por un lado, planteó que la precaria situación económica 

del país y de la corporación le obligó a efectuar una reorganización para 

ahorrar gastos.  Por otro, consignó que cambió la forma de hacer 

negocios y, debido a cambios tecnológicos, las labores realizadas por el 

Sr. Vélez, de visitar a clientes, se tornaron innecesarias.   

 El 5 de octubre de 2015, la parte apelante presentó su Oposición a 

moción de sentencia sumaria3.  En síntesis, articuló que la evidencia 

utilizada por la parte apelada fue insuficiente para establecer que el 

                                                 
2
 Para fundamentar los hechos materiales que planteó no estaban en controversia, 

adjuntó a su solicitud: (1) la carta de despido cursada al Sr. Vélez; (2) porciones de la 
deposición tomada al Sr. Vélez el 17 de marzo de 2015, y de la tomada a Julio M. 
Garriga (Sr. Garriga), presidente de la corporación, el 18 de marzo de 2015; (3) una 
Declaración Jurada del Sr. Garriga; (4) un documento del año 2015, relacionado con la 
quiebra de un cliente y, (5) varios correos electrónicos relacionados con la pérdida de 
cierta línea de crédito. 
 
3
 A ella adjuntó: (1) una porción de la deposición tomada al Sr. Garriga; (2) las ventas 

para ciertos meses correspondientes a los años 2013 y 2014; (3) el Art. 2 de la Ley Núm. 
80; (4) un documento del año 2015, relacionado con la quiebra de un cliente y, (5) copia 
de la Ley Núm. 72-2015, que enmendó varias secciones del Código de Rentas Internas 
de Puerto Rico de 2011. 
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despido fue justificado.  Particularmente, aquellas expresiones vertidas 

por el Sr. Garriga, que aluden a los problemas económicos del país.   

Objetó, además, que la parte apelada utilizara una deposición, así 

como una declaración jurada del Sr. Garriga, para fundamentar parte de 

su solicitud.  Así pues, arguyó que no procedía dictar sentencia 

sumariamente, debido a la existencia de una controversia real en cuanto 

a los detalles de la situación económica de la corporación apelada.  

Recalcó que era dicha parte la que tenía el peso de la prueba. 

El 7 de octubre de 2015, la parte apelada presentó una Réplica a 

“oposición a moción de sentencia sumaria”.  En ella, articuló que la parte 

demandante-apelante no se opuso a su solicitud de sentencia sumaria 

conforme a derecho, o estableció detalladamente cuáles hechos estaban 

en controversia. 

Evaluadas las sendas posturas de las partes litigantes, el tribunal 

de instancia dictó la Sentencia apelada.  En síntesis, resolvió que no se 

configuró la causa de acción de despido injustificado, ya que la parte 

apelada rebatió la presunción en su contra y logró establecer justa causa 

para el despido.  Específicamente, concluyó que la parte apelada tuvo 

que realizar una reorganización por razones económicas, para así poder 

proveerle continuidad a su vida operacional.   

Determinó que ello conllevó la eliminación del puesto de Gerente 

de Ventas, ocupado por el Sr. Vélez.  Lo anterior, ya que General Office 

optó por eliminar las ventas directas mediante visitas a los clientes y 

comenzó a utilizar únicamente medios electrónicos, para facilitar las 

ventas entre los manufactureros y los consumidores.  A su vez, apuntó 

que el Sr. Vélez no pudo controvertir la prueba presentada por la parte 

apelada en su solicitud de sentencia sumaria.   

La parte apelante solicitó la reconsideración y esta fue declarada 

sin lugar.  Insatisfecha, instó el presente recurso de apelación y apuntó el 

siguiente señalamiento de error: 

1. Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar de 
forma sumaria que el despido del Sr. Vélez se dio mediando 
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justa causa luego de determinar que el mismo obedeció a 
una reorganización de la empresa. 

 
 En su discusión del error apuntado, arguyó que la parte apelada no 

presentó prueba sobre el plan de reorganización, ni de su utilidad, o de la 

presunta merma en la producción, ventas o ganancias.  A su vez, apuntó 

que lo anterior no justificaría, de por sí, el despido.  Por otro lado, recalcó 

que General Office se dedica a la venta, por lo que no podría subsistir sin 

vendedores.  Consecuentemente, aseveró la existencia de hechos 

materiales en controversia. 

 El 3 de agosto de 2016, la parte apelada presentó su alegato en 

oposición al recurso de apelación.  Objetó el argumento de la parte 

apelante, a los efectos de que no proveyó la prueba necesaria para 

rebatir la presunción de que el despido fue injustificado.  De otra parte, 

enfatizó que la parte apelante no controvirtió los hechos materiales 

consignados en la solicitud de sentencia sumaria, que descansó tanto en 

prueba documental como testifical.   

Además, recalcó que sí demostró cuál fue el plan de 

reorganización y las razones para este.  Manifestó que la parte apelante 

se limitó a plantear de forma general que no existe evidencia en el récord 

que sostuviera la necesidad de la reorganización, y que ello es 

insuficiente para derrotar una solicitud de sentencia sumaria bien 

fundamentada.   

II. 

A. 

La Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.1, 

establece que una moción de sentencia sumaria debe estar fundada en 

declaraciones juradas, o en aquella evidencia que demuestre la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes.  En su consecuencia, podrá dictarse sentencia sumaria 

cuando no exista ninguna controversia real sobre los hechos materiales 

y esenciales del caso y, además, si el derecho aplicable lo justifica.  SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013).   
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Un hecho material “es aquel que puede afectar el resultado de la 

reclamación de acuerdo al derecho sustantivo aplicable”.  Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010).  (Énfasis nuestro).  A su vez, la 

controversia relacionada a un hecho material debe ser real, “por lo que 

cualquier duda es insuficiente para derrotar una Solicitud de Sentencia 

Sumaria”.  Id., a las págs. 213 - 214.  (Énfasis nuestro).   

Así, el Tribunal Supremo ha señalado que, “la parte que solicita la 

sentencia sumaria en un pleito está en la obligación de demostrar, fuera 

de toda duda, la inexistencia de una controversia real sobre todo hecho 

pertinente que a la luz del derecho sustantivo determinaría una sentencia 

a su favor como cuestión de ley”.  Rivera, et al. v. Superior Pkg., Inc., et 

al., 132 DPR 115, 133 (1992).  A su vez, “[a]l considerar la moción de 

sentencia sumaria se tendrán como ciertos los hechos no controvertidos 

que consten en los documentos y las declaraciones juradas ofrecidas por 

la parte promovente.”  Piñero v. A.A.A., 146 DPR 890, 904 (1998).   

  Con relación a los hechos relevantes sobre los que se alega la 

inexistencia de una controversia sustancial, la parte promovente “está 

obligada a desglosarlos en párrafos debidamente enumerados y, para 

cada uno de ellos, especificar la página o el párrafo de la declaración 

jurada u otra prueba admisible en evidencia que lo apoya”.  SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 432.  Por su lado, la parte 

promovida tiene el deber de refutar los hechos alegados, con prueba que 

controvierta la exposición de la parte que solicita la sentencia sumaria.  

López v. Miranda, 166 DPR 546, 563 (2005).  Así pues, 

la contestación a la moción de sentencia sumaria tiene que 
ceñirse a ciertas exigencias en lo atinente a los hechos.  
Primeramente, recae sobre la parte que responde el deber 
de citar específicamente los párrafos según enumerados por 
el promovente que entiende están en controversia y, para 
cada uno de los que pretende controvertir, detallar la 
evidencia admisible que sostiene su impugnación con cita a 
la página o sección pertinente. 
 
De otra parte, puede también el oponente someter hechos 
materiales adicionales que alegadamente no están en 
disputa y que impiden se dicte sentencia sumaria.  Le 
compete entonces, similar al proponente, enumerarlos en 
párrafos separados e indicar la pieza evidenciaria que los 
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apoya con referencia específica al fragmento de esta en que 
descansa cada aserción.  [...] 
 

SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 432.   
 

Dichos requisitos no son un mero formalismo, ni constituyen un 

requisito mecánico sin sentido.  Id., a la pág. 434.  Cónsono con lo 

anterior, de proceder en derecho, el tribunal podrá dictar “sentencia 

sumaria a favor del promovente si la parte contraria no responde de forma 

detallada y específica a una solicitud debidamente formulada”.  Id., a la 

pág. 432.  Así pues, el tribunal tiene “la potestad de excluir los hechos 

propuestos que no hayan sido debidamente numerados o que no tengan 

correlación específica a la evidencia admisible que supuestamente los 

sostiene”.  Id., a la pág. 433.   

De otra parte, no procede resolver un caso por la vía sumaria 

cuando: (1) existen hechos materiales y esenciales controvertidos; (2) hay 

alegaciones alternativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) 

surge de los propios documentos que se acompañan con la moción una 

controversia real sobre algún hecho material y esencial; (4) como cuestión 

de derecho no procede.  Echandi v. Stewart Title Guaranty Co., 174 DPR 

355, 368 (2008).  Además, un tribunal no deberá dictar sentencia sumaria 

cuando existen elementos subjetivos de intención, negligencia, propósitos 

mentales o cuando el factor de credibilidad es esencial.  Carpets & Rugs 

v. Tropical Reps, 175 DPR 615, 638 (2009). 

Valga apuntar que “el Tribunal de Apelaciones se encuentra en la 

misma posición que el Tribunal de Primera Instancia al momento de 

revisar una Solicitud de Sentencia Sumaria”.  Meléndez González y otros 

v. M. Cuebas, Inc. y Bohío International Corporation, 2015 TSPR 70, 193 

DPR ___ (2015).  Sin embargo, en Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308 

(2004), el Tribunal Supremo expresó que, al revisar la determinación del 

foro de instancia, el Tribunal de Apelaciones está limitado de dos 

maneras.   

A saber: (1) solo puede considerar los documentos que se 

presentaron ante el foro de primera instancia, por lo que las partes no 
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pueden añadir documentos que no presentaron oportunamente ante dicho 

foro, ni pueden esgrimir teorías nuevas por primera vez, y (2) el tribunal 

apelativo solo puede determinar si existe o no alguna controversia 

genuina de hechos materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de 

forma correcta.  Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR, a las págs. 334-335.  En ese 

sentido, el Tribunal de Apelaciones “no puede adjudicar los hechos 

materiales y esenciales en disputa.  Esa tarea le corresponde al foro de 

primera instancia”.  Id., a la pág. 335.   

B. 

 La Exposición de Motivos de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 

1976, según enmendada, conocida como Ley de indemnización por 

despido injustificado, 29 LPRA sec. 185 et seq. (Ley Núm. 80), establece 

que el propósito perseguido por el mencionado estatuto es proteger  

de una forma más efectiva el derecho del obrero 
puertorriqueño a la tenencia de su empleo mediante la 
aprobación de una ley que, a la vez que otorgue unos 
remedios más justicieros y consubstanciales con los daños 
causados por un despido injustificado, desaliente la 
incidencia de este tipo de despido.  
  

1976 Leyes de Puerto Rico 267, 268.  Véase, además, SLG Zapata-
Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 424. 
 

La Ley Núm. 80 aplica a aquellos empleados de comercio, industria 

o cualquier otro negocio o sitio de empleo que: (1) estén contratados sin 

un tiempo determinado; (2) reciban una remuneración, y (3) sean 

despedidos de su cargo, sin que haya mediado una justa causa.  Orsini 

García v. Srio. de Hacienda, 177 DPR 596, 620-621 (2009).  

Debido a su carácter reparador, las disposiciones de la Ley Núm. 

80 deben ser interpretadas liberalmente, a favor del trabajador.  SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 428.    El Tribunal 

Supremo ha opinado en reiteradas ocasiones,  

que bajo las disposiciones de la referida Ley Núm. 80 
constituye justa causa para el despido aquella que tiene su 
origen, no ya en el libre arbitrio o capricho del patrono, sino 
aquella vinculada a la ordenada marcha y funcionamiento de 
la empresa en cuestión. 

 
Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 155 DPR 364, 376-377 (2001). 
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 Sin embargo, precisa señalar que la Ley Núm. 80 no proscribe 

absolutamente la acción del despido.  Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 155 

DPR, a la pág. 377.  Los patronos poseen la facultad de despedir a sus 

empleados, por cualquier razón no discriminatoria.  Id.  Así pues, la Ley 

Núm. 80 no prohíbe el despido arbitrario o sin causa, sino que se limita a 

proveerle al trabajador una asistencia económica, para disuadir al patrono 

de ejercer su prerrogativa.  Id. 

Dicho curso de acción como tal se reconoce como una 
facultad o derecho que ostenta todo patrono en una 
sociedad moderna que se desarrolla y desenvuelve 
alrededor y a base de las fuerzas del libre mercado y del 
derecho de propiedad o de dirección empresarial.  La 
disposición legislativa en controversia lo que le concede a la 
persona despedida injustificadamente es una compensación 
dirigida a ayudarlo económicamente durante la etapa de 
transición del empleo que ocupaba al que pueda en un 
futuro conseguir.  De ahí entonces que la propia Ley Núm. 
80 enumere y defina las circunstancias que envuelven o 
se consideren justa causa, esto con el propósito de 
determinar cuándo el patrono puede ejercer dicha 
prerrogativa sin tan siquiera tener que satisfacer la 
mencionada compensación, o mesada. 

 
Id.  (Énfasis nuestro). 

 El Art. 2 de la Ley Núm. 80, 29 LPRA sec. 185b, detalla las 

circunstancias que constituyen “justa causa”.  SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR, a la pág. 424.  Dichas circunstancias incluyen 

motivos fundamentados en la conducta del empleado, así como razones 

de índole empresarial.  Id.  Estas últimas contemplan situaciones que, a 

pesar de no ser imputables al obrero, son de tal naturaleza que su 

despido resulta inevitable dentro de las normas usuales y ordinarias que 

imperan en el manejo de los negocios.  Id., a las págs. 424-425.  A saber: 

Según provisto en el articulado mencionado, se permiten 
despidos sin obligación de pagar la mesada cuando la 
entidad corporativa enfrenta alguna de las situaciones 
siguientes: (i) el cierre total, temporero o parcial de las 
operaciones del establecimiento; (ii) los cambios 
tecnológicos o de reorganización, así como los de estilo, 
diseño o naturaleza del producto que se produce o maneja 
por el establecimiento y los cambios en los servicios 
rendidos al público, y (iii) reducciones en empleo que se 
hacen necesarias debido a reducción en el volumen de 
producción, ventas o ganancias, anticipadas o que 
prevalecen al ocurrir el despido.  29 LPRA sec. 185b (d), 
(e) y (f), respectivamente. 
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SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 425.  (Énfasis 
suplido; bastardillas en el original). 
 
 Así pues, la Ley Núm. 80 reconoce que podrían surgir condiciones 

en las operaciones de los negocios que requieran cesantías, sin que ello 

necesariamente transgreda las disposiciones de la mencionada Ley.  Id.  

Ello faculta al patrono a tomar aquellas decisiones que estime benefician 

a su empresa4.  Durieux v. ConAgra, 161 DPR 269, 283 (2004).   

Específicamente, las mencionadas disposiciones van dirigidas a la 

administración del negocio, con referencia a razones de índole 

económica, que emanan de la operación diaria de las empresas.  SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 425.  “A través de 

este precepto se contemplan escenarios vinculados a la viabilidad del 

puesto o de la empresa en un momento determinado”.  Id., a la pág. 426. 

Por ello, 

[u]n patrono puede modificar su forma de hacer negocios a 
través de algún tipo de cambio dirigido a optimizar sus 
recursos y aumentar las ganancias, ya sea eliminando 
plazas, creando otras nuevas o fusionando algunas ya 
existentes como vehículo para enfrentar problemas 
financieros o de competitividad, siempre que responda a 
una restructuración bona fide. 

 
Id. 

 De otra parte, si bien es cierto que el Art. 2 (f) de la Ley Núm. 80 

permite al patrono, ante una situación económica provocada por la baja 

en la producción, ventas o ganancias, tomar las medidas necesarias para 

limitar los gastos, tales como disminuir la plantilla laboral, esta disposición 

no pretende que toda merma en ventas o ganancias se traduzca en justa 

causa para un despido.  Id.  Dicha disposición aplicará únicamente “a 

aquellas situaciones en las cuales la aludida disminución sea una 

                                                 
4
 “Comúnmente los cambios tecnológicos, de reorganización o de servicios conllevan a 

su vez cambios en las funciones de los empleados, la forma de realizar las labores y en 
el nivel de educación, capacidad y destrezas requeridas a los trabajadores.  Ello puede 
provocar el surgimiento de nuevas clasificaciones ocupacionales o la consolidación de 
estas”.  Durieux v. ConAgra, 161 DPR 269, 283 (2004). 
 
A su vez, los cambios implantados como parte de una reorganización, pueden acarrear 
el despido y el reclutamiento simultáneo de personal.  Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 
189 DPR, a la pág. 427.  Lo anterior obedece a que las reformas podrían requerir 
prescindir de ciertas labores que se tornaron inútiles para el funcionamiento del negocio 
y la incorporación de puestos nuevos, que exigen destrezas diferentes, necesarias para 
lograr unas metas empresariales actualizadas.  Id.                
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sustancial al punto que atente contra la continuidad de la empresa”.  SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 426.   

 A su vez, en una acción por despido injustificado incoada por un 

empleado, es el patrono quien tiene el peso de la prueba para establecer 

que el despido fue justificado.  Id., a la pág. 428.  “Para ello tiene que 

probar, mediante preponderancia de la evidencia, los hechos constitutivos 

de alguno de los fundamentos eximentes de responsabilidad según 

consignados en el Art. 2 de la Ley [Núm.] 80, supra”.  Id., a la pág. 429.   

También debe probar un nexo causal entre las razones aducidas, 

conforme al mencionado Art. 2, y el despido en controversia.  Id.  Lo 

anterior, debido a que la mera existencia de cambios tecnológicos, de 

reorganización o de una merma en la producción, entre otros, de por sí no 

justifican el despido de empleados.  Id.   

Así pues, para justificar el despido al amparo de cualquiera de 

estas causales, “el patrono debe presentar evidencia acreditativa del plan 

de reorganización implantado, así como su utilidad, o de la alegada 

disminución en la producción, ventas o ganancias, según corresponda”.  

Id., a la pág. 427.   

Ello, para demostrar que el despido no estuvo carente de 

fundamentos dirigidos a atender asuntos concernientes al bienestar de la 

gestión empresarial y su salud fiscal.  Id.  Así lo consigna la propia Ley 

Núm. 80, al establecer que no se considerará despido por justa causa 

aquel que responda a un mero capricho del patrono.  Id. 

III. 

 En su único señalamiento de error, la parte apelante adujo que el 

foro de instancia incidió al resolver, sumariamente, que su despido fue 

justificado, ya que obedeció a una reorganización de la empresa.  No le 

asiste la razón. 

 En primer lugar, precisa señalar que la Ley Núm. 80 no proscribe la 

acción del despido; los patronos tienen el derecho de despedir a sus 

empleados, por cualquier razón no discriminatoria.  Cual citado, la 
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facultad para despedir se reconoce como una prerrogativa o derecho que 

ostenta todo patrono en una sociedad moderna, que se desarrolla y 

desenvuelve a base de las fuerzas del libre mercado. 

Así pues, lo concedido por la Ley Núm. 80 a la persona despedida 

injustificadamente, es una compensación dirigida a ayudarlo 

económicamente durante la etapa de transición del empleo que ocupaba 

al que pudiera conseguir.  De ahí entonces que la propia Ley Núm. 80 

enumere y defina las circunstancias que se consideren justa causa. 

  Dichas circunstancias incluyen motivos fundamentados en la 

conducta del empleado, así como razones de índole empresarial.  Estas 

últimas contemplan situaciones que, a pesar de no ser imputables al 

obrero, son de tal naturaleza que su despido resulta inevitable dentro de 

las normas usuales y ordinarias que imperan en el manejo de los 

negocios.   

En lo atinente a la presente controversia, se permiten despidos sin 

obligación de pagar la mesada cuando la entidad corporativa enfrenta 

cambios tecnológicos o de reorganización, así como cambios en los 

servicios rendidos al público.  El despido también se podría considerar 

justificado debido a reducciones en el volumen de producción, ventas o 

ganancias, anticipadas o que prevalecen al ocurrir el despido.  Ello es 

precisamente lo que la parte apelada estableció mediante su solicitud de 

sentencia sumaria. 

De los hechos materiales incontrovertidos surge que, a la luz de la 

situación económica enfrentada tanto por el país como por General 

Office, desde el año 2013, el Sr. Garriga, presidente de dicha corporación, 

sostuvo varias conversaciones con el demandante-apelante, relacionadas 

a maximizar los esfuerzos de venta.  Lo anterior, debido a la posibilidad 

de reevaluar cómo se estaba dirigiendo el negocio. 

También surge que, entre septiembre y octubre de 2013, el Sr. 

Garriga diseñó un nuevo plan de ventas, que conllevaría la venta directa 

entre el manufacturero y el consumidor.  Lo anterior, para poderle brindar 
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continuidad operacional a su negocio.  No obstante ello, la parte apelada 

se vio obligada a realizar una reorganización en aras de mantener la 

salud fiscal de la empresa; ello resultó en la eliminación del puesto de 

Gerente de Ventas, ocupado por el Sr. Vélez.   

El tribunal de instancia resolvió, correctamente, que el despido del 

apelante obedeció a varios factores económicos, intrínsecamente 

relacionados con la forma de hacer negocios, así como a cambios 

tecnológicos que hicieron innecesarias las visitas regulares a las oficinas 

de los clientes5.   

Comúnmente los cambios tecnológicos, de reorganización o de 

servicios, conllevan a su vez cambios en las funciones de los empleados 

y la forma de realizar las labores.  Podrían, como en la presente 

controversia, acarrear el despido, ya que ciertas labores se tornan inútiles 

para el funcionamiento del negocio.   

Cabe señalar que las razones para el despido del Sr. Vélez están 

apoyadas en la prueba documental y testifical adjuntada a la solicitud de 

sentencia sumaria de la parte apelada.  Si bien es cierto que la Ley Núm. 

80 se debe interpretar liberalmente a favor de la parte que la invoca, y 

que el patrono tiene el peso de la prueba de derrotar la presunción de que 

                                                 
5
 La determinación de hecho núm. 22 de la Sentencia apelada establece, en parte: 

 
22. [...] Dichos ajustes respondieron a varios factores, todos íntimamente 
relacionados con la forma de hacer negocios, a saber: la situación de 
una economía en contracción, la incertidumbre en el área contributiva 
creada por los planes fiscales de impuesto “business to business”, los 
cuales al momento de ser anunciados no contemplaban un impuesto en 
la entrada y colocaban a la empresa en desventaja al impactar el flujo de 
caja, entre otros; los aumentos en costos a productos derivados de 
papel; durante 2013, la empresa tuvo pérdida, lo que hacía más difícil la 
disponibilidad de crédito, incluyendo líneas de crédito bancarias y de 
suplidores, las cuales son necesarias para el continuo funcionamiento 
de la empresa; en enero de 2014, en vez de pagar lo adeudado por 
mercancía vendida, el mayor cliente devolvió la mercancía a General 
Office; al momento de presentar la moción dispositiva, la Compañía de 
Fomento de Puerto Rico aún no había emitido la renovación de la 
exención contributiva, que aumentaba la incertidumbre en el área de 
contribuciones y que resultaba en pago mayor de impuestos, lo que 
antes de 2013 no se contemplaba como gasto o desembolso y la 
incertidumbre en el área de desarrollo económico tanto local como 
global; la quiebra del mayor comprador de General Office, y el cambio 
en la forma de hacer negocios en la que se encontraba ya que no se 
estaban realizando ventas directas mediante visitas a los clientes, sino 
que se comenzó a utilizar los medios electrónicos, de llamada y fax; 
entre otros. 

 
Véase, apéndice VI del recurso de apelación, a las págs. 116-117. 
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el despido fue injustificado, no es menos cierto que la parte apelada sí 

derrotó dicha presunción.   

Las Reglas de Procedimiento Civil establecen que podrá dictarse 

sentencia sumariamente cuando no exista ninguna controversia real 

sobre los hechos materiales y esenciales del caso y, además, si el 

derecho aplicable lo justifica.  A su vez, la controversia relacionada a un 

hecho material debe ser real, por lo que cualquier duda es insuficiente 

para derrotar una solicitud de sentencia sumaria.     

En su oposición a la solicitud de sentencia sumaria, la parte 

apelante no refutó los hechos alegados, con prueba que controvirtiera la 

exposición de la parte demandada-apelada.  Esta se limitó a realizar 

planteamientos generales, relacionados con los hechos materiales que la 

parte apelada consignó no estaban en controversia.  Por ello, el tribunal 

de instancia no incidió al dictar sentencia sumariamente a favor de la 

parte apelada. 

Esta presentó evidencia acreditativa del plan de reorganización 

implantado, así como de su utilidad, a la luz de la merma económica que 

sufría y continuaría sufriendo, y que atenta contra la continuidad 

operacional de la empresa.  Según citado, un patrono puede modificar su 

forma de hacer negocios a través de algún tipo de cambio dirigido a 

optimizar sus recursos y aumentar las ganancias, ya sea eliminando 

plazas, creando otras nuevas o fusionando algunas ya existentes como 

vehículo para enfrentar problemas financieros o de competitividad, 

siempre que responda a una restructuración bona fide.   

No le corresponde a los tribunales sustituir el criterio gerencial de 

un patrono por el nuestro, sino auscultar las causas que culminaron con el 

despido ante nuestra consideración.  Examinadas estas, es forzoso 

concluir que el despido del Sr. Vélez no estuvo carente de fundamentos.  

Este respondió a la necesidad de atender asuntos concernientes al 

bienestar de la gestión empresarial de la parte apelada y para asegurar 
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su continuidad operacional.  Consecuentemente, resolvemos que no se 

cometió el error señalado.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuesto, confirmamos la Sentencia 

emitida el 6 de mayo de 2016, notificada el 10 de mayo de 2016, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón.   

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

         Dimarie Alicea Lozada 
          Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


